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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Pereira, dos (2) de agosto dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0766
Hora: 3:00 p.m.

1. ASUNTO A DECIDIR

Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora,  la abogada Elsa Victoria Guarnizo Gutiérrez, apoderada del señor José Hermes Tabares Gutiérrez frente del fallo emitido el 14 de junio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela instaurada en contra de la Oficina de Registros de Instrumentos Públicos de Pereira.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Manifestó la apoderada del señor Hermes Tabares Gutiérrez que se presentó ante la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira un derecho de petición, el cual quedó radicado bajo el Nº2015-290-3-2090 en el que se solicitó la asignación de folio de matrícula inmobiliaria a un predio que no estaba identificado dentro del sistema catastral- inmobiliario para lo cual se aportó copia de la escrituras Nº55 del 22 de enero de 1951, la No. 386 del 5 de diciembre de 1952, copia de la carta preliminar catastral y copias de solicitudes anteriores al IGAC.

Informó que el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria Nº 290 -20681  denominado “La Arboleda” fue adquirido mediante la escritura pública Nº 55 de 22 de enero de 1952 de la Notaría Única de Marsella con folio de matrícula Nº290-20681 y ficha catastral Nº 00-01-0001.0171-000. 
Señaló que mediante escritura pública Nº386 del 5 de diciembre de 1952 se adquirió mediante permuta un bien inmueble comúnmente denominado “La Arboleda”  al igual que el anterior, pero con diferentes los linderos a los contenidos en la escritura Nº 55 del 22 de enero de 1952 y la Nº 386 del 5 de diciembre de 1952.

Afirmó que debido a la falta de registro de dicho inmueble adquirido por el padre de su mandante, este carece de matrícula inmobiliaria y de ficha catastral por lo que a pesar de su existencia en la escritura pública Nº 386 de 1952, no cuenta con las demás identificaciones necesarias para poder ejercitar el dominio sobre este.

Informó que el día 22 de diciembre de 2015 fue radicado en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira un derecho de petición donde se solicitó que se asigne un folio de matrícula individualizando el predio mencionado de acuerdo a lo previsto en los artículos 48 y siguientes de la Ley 1579 de 2012.

Aseguró que la respuesta de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira el 20 de enero de 2016 estableció que requería, además de las escrituras aportadas, la escritura Nº 386 del 5 de diciembre de 1952. Posteriormente el 12 de julio de 2016 la Oficina de Registro envía respuesta estableciendo que no había sido posible ubicar el predio con la documentación aportada y remitió a su mandante a realizar los trámites ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi. En tal sentido, se realizó la gestión respectiva ante el Instituto Agustín Codazzi, y mediante Resolución Nº 66-440-000017-2017 se dio apertura a la ficha catastral del inmueble en mención, por lo tanto, se solicitó nuevamente a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos la ficha de matrícula inmobiliaria mediante petición el 24 de marzo de 2017, la cual fue resuelta el 25 de abril de 2017 en el entendido que no era posible acceder a la apertura a la ficha de matrícula inmobiliaria toda vez que no bastaba con la simple resolución aludida.
Afirmó que la entidad accionada cuenta en sus instalaciones con todas las escrituras del predio en mención, además de la resolución proferida por el IGAC, por lo que considera que es negligente al no dar una respuesta de fondo a la solicitud de documentos realizada (Fls. 1-6).
Sustentó la demanda en los documentos obrantes en los folios 7 al 18.
3. RESPUESTA A LA DEMANDA DE TUTELA 
3.1. OFICINA DE REGISTRO DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS DE PEREIRA
Se refirió a cada uno de los hechos e informó que  la solicitud radicada por la parte actora bajo el No.2015-290-6-2090 del 22 de diciembre de 2017 ya fue respondida oportunamente.

Así mismo, explicó que en el archivo de la entidad no aparece reportada la ficha catastral del predio identificado con la matrícula No.290-20681.

Explicó que no fue posible dar apertura al folio en los términos como los solicitó la accionante, toda vez que no existían documentos soportes que acreditaran la existencia de algún título registrado en esa esa entidad, por lo que no se pudo determinar si la información suministrada correspondía a algún predio en su círculo registral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 48 de la Ley 1597 de 2012.

Afirmó que la actora radicó nuevamente una petición basada en los mismos hechos para lo cual aportó un título en el cual, al igual que la anterior solicitud, carece de datos de registro, sellos de constancia de registros o datos que permitan establecer a ciencia cierta que dentro de sus archivos existe el predio al que se ha hecho mención.

Insistió que a la accionante se le han respondido sus peticiones en las que se le ha indicado la imposibilidad de dar apertura folios de matrícula de la nada, por lo que se le sugirió que se dirigiera al IGAC para que allí le suministraran los datos de registro y así poder ubicar el predio.

Señaló que pese a que la actora presentó una escritura, ello no quiere decir que con la misma se pueda abrir un folio de matrícula inmobiliaria, toda vez que para este trámite se requieren unos antecedentes puntuales que permitan tener la certeza que los títulos se encuentran debidamente inscritos y que corresponden a un predio de una persona, sea natural o jurídica, pues de no ser así, se podría tratar de un predio baldío el cual requiere de un procedimiento especial para su apertura.

Resaltó que la accionante ha pretendido que se de apertura a una matrícula  pero sin cumplir con los requerimientos de capítulo X de la Ley 1579 de 2012, pues además al revisar su base de datos no encontraron ninguna información, contando el accionante con otros mecanismos para satisfacer su solicitud (Fls. 21-23).

Adjuntó entre otros documentos las respuestas dadas a la accionante (Fls. 24-23). 
4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 14 de junio de 2017 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda resolvió no tutelar el derecho de petición invocado por el José Hermes Tabares Gutiérrez, al considerar que la entidad accionada había dado respuesta a las diferentes solicitudes presentadas ante la entidad accionada.  (Fls. 31-33).
La abogada Elsa Victoria Guarnizo Gutiérrez fue notificada del fallo a través de correo electrónico el 20 de junio de 2017 (Fl.35). 

5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para impugnar la decisión de primera instancia, el 23 de junio de 2017, la apoderada del señor Tabares Gutiérrez radicó un escrito mediante el cual afirmó que la entidad accionada ha sido negligente toda vez que no han llevado a cabo todos los tramites necesarios para que sea posible que dicha ficha tenga apertura, aportando las escrituras y la resolución del Instituto Geográfico Agustín Codazzi 

Afirmó que en la respuesta del 25 de abril de 2017 la entidad accionada manifestó que no podía abril la matrícula del inmueble, ya que se deberían aportar las escrituras del predio, las que ya se encuentran en su poder.

Por lo anterior, solicitó que se revoque la sentencia de primera instancia y en su lugar se acceda a tutelar el derecho de petición a su mandante y en consecuencia, se ordene que en un término de 48 horas que se de respuesta de fondo al derecho de petición interpuesto el 24 de marzo de 2017, toda vez que los documentos ya se encuentran aportados dentro de la entidad y no es necesario volver a tramitarlos, pues es función de la accionada la inscripción y apertura de la ficha de matrícula  inmobiliaria de un “catastro ya inscrito en el catastro nacional” (Fls. 36-38).
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 PROBLEMA JURÍDICO Y SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
4.3.1.  Si la decisión de primer grado se ajustó a los lineamientos legales y constitucionales que hacen referencia a la procedencia o no por  vulneración del derecho fundamental de petición o si en este caso hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó la impugnante.  

4.3.2. Sea lo primero reiterar que la Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.3.3 Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. (Subrayas nuestras)
4.3.4. En la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
4.4. Se evidencia dentro del material probatorio que reposa dentro de esta acción de tutela, que el señor José Hermes Tabares Gutiérrez, por intermedio de su apoderada, se ha dirigido en tres ocasiones a la Oficina de Registros e Instrumentos Públicos de Pereira con el fin de que se inscriba y se asigne el folio de matrícula inmobiliaria a un predio denominado “La Arboleda” del cual se tiene la escritura púbica No.386 del 5 de diciembre de  1952 y  la resolución del IGAC en la cual se asignó una ficha catastral al inmueble
.

4.5. Por su parte, la Oficina de Registros de Instrumentos Públicos de esta ciudad indicó que en este caso específico a la accionante se le han brindado las respuestas a sus peticiones en el sentido de que pese a los documentos y datos aportados del bien que se solicita la dar apertura del folio de matrícula, no se ha podido ubicar dicho predio en la base de datos de la entidad lo que imposibilita llevar a cabo tal  proceso, debiendo el actor cumplir con lo dispuesto en la Ley 1579 de 2012 que señala el trámite pertinente para obtener la prescripción o adjudicación del predio baldío, si fuere el caso, y así de esa manera cuando medie un título, se podrá “aperturar” el inmueble.

4.6. Enfrentadas así las partes,  esta Sala con base en la jurisprudencia constitucional a la que se  ha hecho mención, reitera que el derecho de petición no lleva implícito una respuesta favorable a las solicitudes elevadas ante la administración. De esta forma, la citada prerrogativa no se ve vulnerada si la entidad emite una respuesta que no satisface las pretensiones del peticionario.  En tal sentido, quedó demostrado que la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de esta ciudad efectivamente contestó y comunicó al accionante toda sus peticiones en las que le dio a conocer el trámite legal que debe seguir previo a la apertura del folio del inmueble que carece del mismo. 
4.7. Al respecto, se debe reiterar lo que ha indicado la Corte Constitucional en sus diferentes pronunciamientos
 en cuanto a que el derecho de derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual el agente que recibe la petición se vea obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante y por tal razón, no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. 

4.8.  Así las cosas, este Tribunal concluye que la entidad accionada obró conforme a sus funciones legales, sin que se evidencie la vulneración del derecho fundamental de petición del señor José Helmes Tabares Gutiérrez,  quien deberá adelantar el trámite legal pertinente que le exige la administración con fin de estudiar la viabilidad de dar apertura de folio de la matrícula inmobiliaria reclamada.  Por lo tanto, esta instancia en sede de tutela, no infiere actuación u omisión por parte de la entidad demandada, habida cuenta que de lo solicitado en la demanda no conlleva a la supuesta amenaza o vulneración del derecho fundamental de petición reclamado.  Al respecto, existe jurisprudencia de la Corte Constitucional que hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, en tal sentido, en la Sentencia T-130 de 2014, se reiteró lo siguiente:
“El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión.

 

(...) 

En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”.   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”.

DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,
FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de primera instancia proferida el 14 de junio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de esta ciudad dentro de la acción de tutela presentada por la apoderada judicial del  señor José Hermes Tabares Gutiérrez en contra de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� M.P. Dr. Jorge Pretelt Chaljub 





� Derechos de petición con fechas del 7 de diciembre de 2015, 11 de marzo de 2016 y 6 de marzo de 2017
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